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Ref: Balance Social de la Administración

 

       de  Bogotá D.C.

Uno de los propósitos de este organismo de control, a través de la publicación del informe consolidado del Balance Social Distrital, es que la evaluación realizada a los logros alcanzados sea conocida por la administración en su conjunto, el Concejo de Bogotá y la ciudadanía en general, cumpliendo inicialmente con el deber de informar sobre los resultados de las políticas públicas de la Administración y permitiendo la intervención directa de los distintos actores en sus diferentes niveles de participación y decisión, con el  fin de que refrenden los resultados obtenidos y/o se adopten los correctivos necesarios en beneficio de la comunidad. 

El Estado en sus distintos niveles de organización territorial, debe garantizar como derecho ciudadano fundamental, la satisfacción progresiva de las demandas vitales de la ciudadanía, en materia de servicios públicos esenciales, salud, educación y vivienda, en procura del mejoramiento continuo de la calidad de vida y el bienestar general de la población.

Adicionalmente, y con el propósito de asegurar el adecuado manejo de los recursos públicos en cumplimiento de la política social, la Constitución Política de 1991 amplió las funciones de los organismos encargados de ejercer el control de resultados que se deriva de las acciones gubernamentales, vinculando de esta manera la evaluación de la gestión de entidades y particulares que manejan fondos o bienes del Estado, bajo los principios de eficiencia, eficacia, equidad, economía y valoración de costos ambientales

Debe resaltarse, que mediante la aplicación del principio de equidad, es decir “la armonización racional que permite atemperar los deberes, adecuar los derechos y compensar los perjuicios para satisfacer el bien común”
, la Contraloría de Bogotá, busca realizar una evaluación de resultados de la gestión pública, de tal forma que sea posible distinguir los destinatarios del ejercicio económico del gobierno Distrital en un lapso de tiempo definido.

Los resultados de la evaluación deben permitir establecer el mejoramiento de la calidad de vida y el bienestar de la población en general, así como identificar los grupos poblacionales que demandan bienes y servicios en especial los que se encuentran en riesgo, pobreza y vulnerabilidad, no pretendiendo con ello, desconocer o desmejorar las condiciones de vida de otros grupos de ciudadanos, que disfrutan de bienes y servicios suministrados por el Estado, en otros espacios de tiempo y lugar.
El principio de equidad no puede ni debe ser entendido como una distribución uniforme de bienes y servicios, frente a una comunidad que los demanda; su exploración debe comprender elementos substanciales como la justicia social, la solidaridad y la corresponsabilidad existente entre gobernados y gobernantes, de tal manera que se robustezca el Estado Social de Derecho, y se incremente la calidad de vida de la población en el Distrito Capital.  

Teniendo como referente los cambios vertiginosos de las instituciones distritales, desde el punto de vista de tecnologías y procesos, el control fiscal requiere de la implantación y conducción de sistemas ágiles, que garanticen el desarrollo de una gestión y resultados oportunos y certeros. Dada esta nueva concepción del control fiscal, el informe de Balance Social adquiere mayor preeminencia tanto como instrumento de gestión institucional, así como herramienta de vigilancia sobre el tesoro público, permitiendo evaluar la solución de las necesidades básicas de la población.

En relación con las entidades públicas, es un medio de control gerencial, en la medida que los conduce a estructurar sistemas de información confiables, de tal manera que las decisiones y reformulaciones a los planes institucionales sean adoptados de manera ágil y oportuna, garantizando un permanente seguimiento a la evolución de la gestión, en un período de tiempo determinado. Así mismo, permite precisar la información de la población que beneficia con su accionar, e identificar las falencias que obstaculizan el cumplimiento de metas y objetivos.

El Balance Social, es el instrumento que le permite a esta Contraloría, desarrollar evaluaciones de impacto, cuyos resultados al ser transversalmente conciliados con los informes normativos, las auditorías especiales y las políticas del distrito, arroja información tendiente a verificar, si las entidades responsables de solucionar la problemática social, cumplieron con su cometido, evidenciando la aplicación del  principio de equidad.

Si bien es cierto que algunas entidades han ido ajustando sus diagnósticos y, los análisis de resultados cada vez son más concretos, debe ponerse de manifiesto, que en general las entidades distritales responsables del manejo de la cosa pública, no precisan los grupos poblacionales hacia los cuales está dirigido su accionar, eludiendo la responsabilidad de focalizar la población que realmente fue beneficiada por la gestión social adelantada durante la vigencia, por lo que se continúa presentando limitaciones en el contenido de los informes.

Adicionalmente se siguen desarrollando acciones que responden a la satisfacción de necesidades inmediatas de los habitantes de la capital, hecho que dificulta ofrecer un tratamiento integral a la problemática social, y que se evidencia en la inexistencia de una adecuada y eficaz coordinación interinstitucional.

Lo anterior, aunado a la imprecisión de resultados reflejados en los indicadores de cobertura y calidad, se convierten en obstáculos a la hora de efectuar cálculos, que sirvan de base para realizar proyecciones sobre la población que aún requiere de la intervención estatal, de tal manera que estén en condiciones de bienestar similar a aquellos grupos que han recibido los bienes y servicios demandados. 

De igual forma, se observa con inquietud que la participación ciudadana no es tenida en cuenta por  la mayoría de los administradores públicos, vulnerando con esa actitud, el derecho fundamental a la participación. Toda vez que la comunidad se encuentra alejada de los procesos de concepción, realización verificación y seguimiento de las acciones gubernamentales, de las cuales ella es su final y directa receptora.

Entre los principales problemas identificados por la Contraloría de Bogotá a través de la metodología, sobre los cuales centró la evaluación de la gestión social de la administración en la vigencia de 2000, y que más aquejan a la población capitalina, están los relacionados con subnormalidad y pobreza, movilidad, educación, salud y seguridad. Adicionalmente, se abordan de manera general los relacionados con medio ambiente y espacio público; bienestar social, cultura, recreación y deporte en Bogotá. 

Los resultados más relevantes de la actuación administrativa en materia social,  previo el estudio y valoración correspondiente, se reseñan a continuación de manera preliminar.

· En cuanto a la infraestructura urbana en su integralidad, se reconoce la voluntad de la Administración en abordar el problema de la marginalidad, no obstante, genera preocupación observar que el crecimiento de las zonas periféricas tiene una dinámica mayor que el avance de los resultados obtenidos en conjunto por las entidades. En tres años, se benefició un número de habitantes similar al que ingresa al distrito cada dos años, que se estima es de 300.000.

Por tanto, la política de atención a la subnormalidad y a la pobreza, no puede ser una estrategia de corto plazo que impulse el gobierno de turno, sino que debe ser una acción permanente de las Administraciones, garantizando la destinación suficiente de recursos y su priorización hacia las zonas marginadas. De la forma como se reglamente y se tornen efectivos los lineamientos del Plan de Ordenamiento Territorial, depende que se detenga  el crecimiento de la subnormalidad, y se establezcan las condiciones adecuadas para tener una ciudad competitiva; de lo contrario el anillo de pobreza se desbordará aún más, superando en extensión y densidad poblacional al resto de la ciudad.

· Aún cuando el Distrito Capital anualmente realiza cuantiosas inversiones direccionadas a solucionar la movilidad peatonal y vehicular, persiste una inadecuada coordinación interinstitucional direccionada a la planeación de estrategias que tengan como objetivo solucionar definitivamente el caos reinante en el tránsito y transporte, aspectos relevantes que inciden en que, la calidad de vida de los habitantes de la ciudad se vea deteriorada en términos de salubridad, economía, seguridad y tranquilidad cotidiana.

· A pesar de los esfuerzos realizados por la administración en materia de inversión para mitigar la problemática educativa, persisten en la ciudad carencia de cupos y baja calidad en la misma. Adicionalmente, se puede afirmar que el déficit de mano de obra calificada no tiene que ver tanto con bajos niveles de escolaridad, como con la calidad de la educación en los grados medio y superior.

· No es una  política expresa, pero el estudio a la oferta de servicios de salud, vista a través de infraestructura, del talento humano y del equipo médico y científico,  muestra una clara tendencia a desestimular a los hospitales de primer nivel, afectándose  el área de salud pública, de prevención de la enfermedad y promoción de la salud.  Así lo corrobora tres hechos: solo el 5% del total de la  inversión  en infraestructura se destinó a este nivel; la fusión y la reducción de personal  afectó a los hospitales de primer nivel; los recursos para promoción de la salud, prevención de la enfermedad y el PAB tienden a la baja.

· El  esquema de contratación de servicios suscrito por la Secretaría de Salud con los hospitales  Red pública Distrital, esta induciendo progresivamente a mermar la calidad de la atención.   Parece prudente  concertar con las IPS la revisión del modelo de “Pago fijo global prospectivo por actividad final”, de tal suerte que el modelo recoja las características sociales reales de la población que demanda el servicio público de salud. 

· Partiendo del hecho que la primera ciudad del país, no es ajena a los problemas latentes en Colombia; el crecimiento exponencial de los mismos desborda las acciones proyectadas por la administración. Cada día los cinturones de miseria crecen, los desplazados por diferentes causas aumentan, el desempleo presiona, la informalidad se desplaza por toda la ciudad, situaciones que se reflejan en la inseguridad bogotana, la cual aumenta de manera incontrolable.

· Para estimular la productividad y el desarrollo económico de la ciudad, es indispensable la coordinación de políticas y acciones entre Planeación, Catastro y Hacienda Distrital principalmente. Al no darse esta relación, no se obtienen los resultados esperados, hecho sobre el cual es consiente el DAPD, al definir a Bogotá como una ciudad que no cuenta con un proyecto económico colectivo, que la limita en su desarrollo productivo. 

Por otra parte y como este organismo de control lo ha afirmado en reiteradas ocasiones, el Departamento Administrativo de Planeación Distrital, como organismo rector de la planeación en el Distrito, debe hacer un mayor esfuerzo para incluir dentro de sus metodologías de seguimiento y evaluación, elementos de control real y no solo documental, sobre el estado de avance de los proyectos y del Plan de Desarrollo en su conjunto.
· El ajuste macroeconómico de las finanzas de la nación, es sin lugar a dudas, un lastre que contribuye a agravar los resultados de la gestión social de la administración capitalina. Así lo corrobora el Acto Legislativo que reduce las trasferencias de la nación a los entes territoriales y los nuevos impuestos, tasas y contribuciones con destino a la nación.

A lo anterior debe agregarse el permanente proceso de reestructuración de las plantas de personal de las entidades Distritales que contribuye al desgaste y parálisis de la administración, al tiempo que genera un ambiente de agitación social, que tiene impacto en todos los sectores de la sociedad capitalina. 

JUAN ANTONIO NIETO ESCALANTE

Contralor de Bogotá D.C.

� Diccionario de la Constitución Política de Colombia, Mario Madrid - Malo Garizabal 1997





